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VIVIENDA / Naturaleza y contenido del derecho. / Competencia en razón al Ministerio de Vivienda / “Significa lo anterior, que las entidades demandadas se pronunciaron frente a la petición de la señora María Lucelia Marín tendientes a que se reajuste el valor del subsidio que le fue otorgado mediante la Resolución No.1715 de 2006.  De tal manera, que no resulta viable que por esta vía se disponga la asignación del reajuste del auxilio mencionado, toda vez que para la concesión del mismo la accionante debe sujetarse “al procedimiento de ajuste” y que consiste en que los miembros mayores de edad del núcleo familiar beneficiado inicialmente, firmen el formulario de postulación con el fin de que FONVIVIENDA verifique si el mismo mantiene las condiciones con el que ahora pretende el reajuste.

Así las cosas, la Sala considera que las autoridades administrativas se sujetaron a las  normas legales y constitucionales dentro del marco de sus funciones y por ello le indicaron al Defensor del Pueblo Seccional Risaralda que la señora Marín debe someterse a las exigencias establecidas por FONVIVIENDA para acceder a su requerimiento. En consecuencia, no es posible que el juez de tutela invada la competencia de las entidades demandadas que intervienen en el trámite de reajuste al subsidio de vivienda, ni esta vía está establecida para pasar por alto trámites legalmente determinados y beneficiar con un incremento a un subsidio de vivienda otorgado desde el 2006 al hogar de la señora Marín, sin el cumplimiento de los requisitos dispuestos para ello, pues sería como ir en contra de los mismos y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los asociados, lo que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás personas que se han postulado acatando las normas para acceder al beneficio aludido.  Por lo tanto, se puede concluir que la presente demanda de tutela es improcedente ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales,…

(…)

“Pese a la situación de vulnerabilidad de la accionante, según lo argumentado por su agente oficioso, no permite imponer el reajuste al subsidio de vivienda pretendido, por cuanto existe un trámite reglado al cual deben someterse todos los interesados, pues de lo contrario se quebrantaría la prerrogativa consignada en el artículo 13 de la Constitución Política, máxime que en la foliatura no obra prueba alguna que acredite que la señora María Lucelia Marín y su actual núcleo familiar se encuentren frente a un perjuicio inminente como para que proceda el amparo de manera transitoria, si se tiene en cuenta el subsidio familiar de vivienda por $8.568.000 fue otorgado en el año 2006, o sea hace diez años, lo que demuestra que la actora no ha requerido con urgencia de la renovación del mismo durante este tiempo.  De tal manera, que no están dados los presupuestos que configuran un daño irreparable que haga procedente el amparo invocado, pues al revisar los elementos esenciales inminencia, urgencia y la gravedad de los hechos frente al caso en concreto, se concluye que no se da ninguno.2
Citación jurisprudencial: Sentencia T-885 de 2014. / Sentencia T-130 de 2014. / Sentencia T- 609 de 2005
------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  veintiocho (28)  de octubre de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.985
Hora: 10:55 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la acción de tutela presentada por el abogado Donaldo Córdoba Andrade, apoderado judicial del doctor Fredy Plaza Mañosca, Defensor del Pueblo Regional Risaralda, quien actúa como agente oficioso de la señora María Lucelia Marín contra del Ministerio de Vivienda y el  Fondo Nacional de Vivienda FONVIVIENDA.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. La demanda de amparo se funda en los hechos que a continuación se sintetizan:

· La señora María Lucelia Marín manifestó ante la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda que es analfabeta, desplazada del municipio de Belén de Umbría, Risaralda, dese el 7 de julio de 2006, junto con sus 9 hijos, que para esa época eran todos menores de edad.

· Mediante la Resolución No.1715 de 2006 el Fondo Nacional de Vivienda le asignó un subsidio por valor de $8.568.000 a la accionante, el cual se podía aplicar para el proyecto de vivienda en El Remanso, el cual está construyendo el municipio de Pereira.

· La accionante en busca de un mejor futuro para sus hijos, se desplazó con los mismos para Ecuador donde vivió 6 años, pero retornó a Colombia con dos de ellos, uno menor de edad.  

· Desde su regreso a Colombia en el año 2014, la accionante se encuentra pendiente de la asignación de la vivienda en el Remanso para lo cual entregó los documentos pertinentes, pero fue informada por parte de Gestión Inmobiliaria de Pereira que debía presentarse con todos sus hijos a la oficina de Comfamiliar, entidad encargada de remitir lo correspondiente a FONVIVIENDA con el fin de reajustar el valor del subsidio de vivienda y así poder recibir la casa en el proyecto El Remanso.

· La actora indicó que no puede postularse con todos sus hijos, toda vez que no sabe dónde los puede ubicar.

· La señora María Lucelia Marín había interpuesto otra acción de tutela donde se invocaron los mismos hechos y pretensiones, la cual correspondió al Juzgado 4º Laboral del Circuito de Pereira, la cual fue denegada mediante sentencia del 7 de abril de 2016 y confirmada por el Tribunal Superior de este Distrito Judicial – Sala Cuarta de Decisión Laboral el 18 de mayo de 2016 con fundamento en que la señora Marín no había acreditado que la misma hubiese acudido ante las diferentes entidades a reclamar el subsidio de vivienda con las nuevas condiciones en que se encontraba.

· Por intermedio de la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda  y en aras de demostrar que la señora presentó ante las accionadas su requerimiento sobre el subsidio de vivienda, el representante del Ministerio Público envió derechos de petición que quedaron radicados en las entidades que a continuación se relacionan:

i) FONVIVIENDA mediante oficio del 3 de agosto de 2016 (Fls. 18-21)
ii) MINISTERIO DE VIVIENDA con oficio del 9 de junio de 2016 (Fls. 25-26) 
iii) COMFAMILIAR RISARALDA mediante oficio del 9 de junio 2016 (Fls. 27-28)

iv) FONVIVIENDA mediante oficio del 9 de junio de 2016 (Fls. 29-30)

Las entidades antes mencionadas respondieron sus peticiones, pero de manera desfavorable a sus pretensiones.  Por lo tanto, consideró el abogado de la Defensoría del Pueblo que a la accionante se le vulneraron los derechos fundamentales a la vivienda digna, por tratarse de una persona en circunstancias de desplazamiento forzoso por la violencia.

En el acápite de pretensiones, se indicaron las siguientes: i) tutelar a la señora María Lucelia Marín el derecho fundamental a la vivienda digna ii) ordenar al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y/o Fondo Nacional de Vivienda FONVIVIENDA para que conjuntamente con la Oficina de Gestión Inmobiliaria de Pereira que permitan a la señora María Lucelia Marín postularse con los hijos que tiene en Colombia, sin que le exijan documentos o firmas de los hijos que no se encuentran en el país, y que esta no sea una causal de rechazo para que la misma pueda acceder a la vivienda; iii) ordenar al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y/o FONVIVIENDA que reajuste el subsidio sin negar este por rechazos relacionados con la composición del núcleo familiar; iv) prevenir al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y/o FONVIVIENDA  y a la Oficina de Gestión Inmobiliaria de Pereira para que se abstengan de vulnerar los derechos de la población desplazada y v) que la orden impartida sea de inmediato cumplimiento. 

Adjuntó los documentos que sustentan las pretensiones de la demanda, visibles a folios 8 al 44.

2.2.  Mediante auto del 18 de octubre de 2016, se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y se ordenó vincular a Comfamiliar Risaralda, Secretaría de Gestión Inmobiliaria y Dirección Operativa de Proyectos Inmobiliarios del Municipio de Pereira (folio 47).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1.
COMFAMILIAR RISARALDA

Informó que el hogar de la accionante ha sido partícipe de las convocatorias que FONVIVIENDA ha desarrollado con el fin de atender a la población que se encuentra ubicada en zonas de alto riesgo no mitigable y que requieren ser ubicadas, por ser dicha entidad la competente para asignar subsidios familiares de vivienda de interés social de conformidad con la normatividad vigente.

Afirmó que la señora Marín fue favorecida por FONVIVIENDA mediante la Resolución 1715 de 2006 con un subsidio por valor de $8.568.000 para ser aplicado en el proyecto El Remanso cuyo oferente es el municipio de Pereira, el cual continúa en el proceso de construcción de las viviendas.

Indicó que FONVIVIENDA autorizó un reajuste al subsidio de vivienda por un valor de $18.071.000 con el fin de realizar un cierre financiero acorde con el valor de las viviendas, pero dicha entidad determinó que para la actora no aplica el reajuste no cumple con las condiciones y requisitos exigidos en el Decreto 1077 de 2015 en cuanto a que los hogares deberán mantener las condiciones y requisitos para acceder al subsidio familiar de vivienda desde la postulación hasta su asignación y desembolso, advirtiéndose que surtida la postulación no podrá modificarse el grupo familiar como ocurre en este caso, donde no coincide el grupo del subsidio inicial con el que pretende solicitar el reajuste del mismo.

Por lo anterior, solicitó que se desvincule a Comfamiliar Risaralda pro no tener injerencia alguna en las decisiones administrativas que tome FONVIVIENDA para resolver las situaciones propias d las convocatorias adelantadas por el Gobierno Nacional.  (Fls. 59-61)

3.2. MUNICIPIO DE PEREIRA 

Indicó que el Municipio de Pereira en ningún momento ha vulnerado los derechos fundamentales a la vivienda y vida en condiciones dignas de la señora María Lucelia Marín y su núcleo familiar, ya que en la medida de las capacidades de su estructura y teniendo en cuenta las condiciones socioeconómicas y los rubros que dentro del Plan de Desarrollo Municipal existían, a finales del año 2008 en sorteo el municipio de Pereira le adjudicó como subsidio municipal de vivienda, un lote con servicios (lote 11 de la Manzana 74 sector B) en la Urbanización el Remanso del Municipio de Pereira; además, a la accionante se le ha prestado acompañamiento, asesoría y apoyo, se le ha informado sobre los requisitos para la postulación para acceder al reajuste del subsidio de vivienda familiar Nacional y la posibilidad de la presentación de un poder de los hijos que se encuentran fuera del país, para realizar el trámite ante la Caja de Compensación Familiar, según el oficio radicado N° 38583 del 22 de septiembre de 2016, el cual reposa dentro del expediente. 

Explicó lo pertinente al proyecto de vivienda El Remanso y la asignación del mismo a los hogares que contaban con cartas subsidio familiar de vivienda otorgado por el Fondo Nacional de Vivienda por valor de $8.568.000 localizadas en el Sector A. Indicó que en el año 2012 existían 762 hogares pendientes de la entrega de la solución de vivienda que contaban con un subsidio asignado mediante carta cheque de $8.568.000 c/u, dentro de los cuales se encuentra el del núcleo familiar de la señora Marín, época donde ya se había perdido el valor adquisitivo de la construcción de la vivienda que en el 2007 ascendía a la suma de $13.580.000, y a precios de mercado del año 2012 ascendía a la $27.692.206.  
Señaló que el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio autorizó efectuar el reajuste de los subsidios Nacionales de vivienda otorgados con anterioridad al 7 de diciembre de 2010, reajuste en la suma de $18.071.000. Por lo tanto, teniendo en cuenta la desfinanciación del proyecto se realizaron gestiones ante el Gobierno Nacional para solicitar reajuste de estos recursos para los 762 hogares en virtud del Decreto 1920 de 2011 y la Resolución 023 de 2012 de FONVIVIENDA, el que mediante la Resolución N° 104 de marzo de 2013 estableció la fecha de apertura y cierre de la convocatoria a los hogares para acceder a los recursos de fenómeno de la niña 2010-2011 y aquellos localizados en zonas de alto riesgo no mitigable.   En tal sentido, la Administración Municipal realizó el llamado por medios masivos para que los hogares se presenten con la documentación requerida para la postulación al reajuste del subsidio familiar de vivienda por un valor adicional de $18.071.000 y hasta la fecha se han presentado 698 hogares que han cumplido con los requisitos exigidos por El Fondo Nacional de Vivienda como entidad otorgante del subsidio y a los cuales se les ha otorgado dicho beneficio y cuenta con dos cartas de asignación una de $8.568.0000 y otra por $18.071.000.
Para el caso que nos ocupa de la señora María Lucelia Marín, identificada con la cédula de ciudadanía N° 25.165.982 el hogar es beneficiario de un subsidio familiar de vivienda otorgado por Fonvivienda por valor de $8.568.000 mediante la Resolución N° 1715 de 2006 para ser aplicado en el Proyecto de Vivienda El Remanso y quien puede acceder al reajuste de dicho subsidio establecido en la Resolución N° 801 de 2012 por un valor de $18.071.000 previo cumplimiento de los requisito establecidos por la entidad otorgante quien es Fonvivienda para asegurar el cierre financiero de la solución de vivienda.
Para el Proyecto El Remanso, la entidad otorgante FONVIVIENDA suministró a la Caja de Compensación Familiar, la plataforma de captura de la información de los hogares vinculados al proyecto El Remanso, diligenciamiento de información digital y actualizando las variables de documentos de identificación para los miembros del hogar que en la actualidad son mayores de edad, tal como es el caso de la señora MARIA LUCELIA MARIN. Dicho formulario debe ser firmado por los miembros mayores de edad quienes con su firma manifiestan la veracidad de la información, La modificación o cambios en estos formularios solo pueden ser autorizados por su creador FONVIVIENDA.
Aclaró que el hogar de la accionante se hizo por la bolsa de desastres naturales, como familia ubicada en zona de alto riesgo y no como parte de la población desplazada, población cuya atención le corresponde a la UARIV, la cual tiene bolsas de manejo independiente.
Concluyó que el Municipio de Pereira no tiene como función ni competencia para postular aspirantes al subsidio nacional de vivienda, sino que dicho proceso corresponde a la Caja de Compensación Familiar en virtud del contrato de gestión suscrito entre el Fondo Nacional de Vivienda y la Unión Temporal de Cajas de Compensación Familiar -CAVIS.  Tampoco el Municipio de Pereira no tiene función ni competencia para fijar requisitos y/o modificarlos para acceder a los subsidios Nacionales de vivienda o para hacer los ajustes de los subsidios Nacionales de vivienda, pues tal función corresponde a FONVIVIENDA. 

Por lo anterior, solicitó que se desvincule al Municipio de Pereira de esta acción de tutela.  (Fls. 63-69)
Adjuntó copia de los documentos que acreditan la calidad de apoderada del Municipio de Pereira (Fls. 70-79).

4. CONSIDERACIONES
4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Se debe aclarar que si bien es cierto esta Corporación en varias oportunidades ha declarado  su incompetencia para adelantar acciones de tutela cuando advierte que la presunta vulneración de los derechos invocados recae exclusivamente sobre FONVIVIENDA  y no en el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, y en tal sentido, ha concluido que la competencia para tramitar de las acciones de tutela para solicitar un subsidio de vivienda radica en los Juzgados con categoría de Circuito, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del numeral 1, artículo 1 del Decreto 1382 de 2000, también lo es que dentro de los documentos anexos a la demanda de amparo, se advirtió que el Defensor del Pueblo de Risaralda elevó varios derechos de petición, entre los cuales uno está dirigido a la doctora Elsa Noguera “Ministra de Vivienda” (folios 25 y 26), dependencia esta que el agente oficioso señaló haber contestado negativamente a las pretensiones de la actora.   

Así las cosas, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio es la que le da la competencia a esta Colegiatura para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3. PROBLEMA JURÍDICO 

Corresponde a esta Sala establecer si las entidades demandadas vulneraron los derechos fundamentales a la señora María Lucelia Marín, de manera tal que amerite la concesión del amparo invocado.

4.4. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un  particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su  protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

Por ello se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u  ofensa  concreta frente a  una persona determinada. 

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales.

4.5. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la vivienda      la Corte Constitucional en la Sentencia T-885 de 2014, estableció lo siguiente:

“El artículo 51 de la Constitución establece que “Todos los colombianos tienen derecho a la vivienda digna”. En igual sentido el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos consagra que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios”

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en la Opinión Consultiva número 4
, desarrolló la naturaleza del derecho fundamental a la vivienda
 en los siguientes términos: “… no se debe interpretar en un sentido estricto o restrictivo que lo equipare, por ejemplo, con el cobijo que resulta del mero hecho de tener un tejado por encima de la cabeza o lo considere exclusivamente como una comodidad. Debe considerarse más bien, como el derecho a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna parte.”

Además de lo anterior, para el Comité: i) el derecho a la vivienda está íntimamente ligado a otros derechos humanos que encuentran su fundamento en la dignidad inherente a la persona humana; y ii) se enfoca hacia el concepto de vivienda adecuada, lo que implica disponer “… de un lugar donde poderse aislar si se desea, espacio adecuado, seguridad adecuada, iluminación y ventilación adecuadas, una infraestructura básica adecuada y una situación adecuada en relación con el trabajo y los servicios básicos, todo ello a un costo razonable”
. 

4.6. DEL CASO EN CONCRETO
4.6.1. De lo expuesto por el apoderado judicial del agente oficioso de la señora María Lucelia Marín, se advierte que a la misma le fue otorgado un subsidio de vivienda por valor de $8.568.000, mediante la Resolución No.1715 de 2006  de FONVIVIENDA para aplicar en el proyecto “El Remanso” ofertado por el Municipio de Pereira.  Sin embargo, como la actora y el núcleo familiar beneficiado con dicho subsidio debieron salir de Colombia por un período aproximado de seis años, pretende ahora que las entidades demandadas le permitan volverse a postular a la convocatoria para el reajuste del valor subsidio de vivienda concedido, con el grupo familiar que actualmente conforma, toda vez que desconoce el paradero del resto de sus es decir, sin que se deba presentar con la totalidad de sus hijos, ya que con alguno de ellos perdió toda comunicación.

4.6.2.  A la demanda de tutela se adjuntaron copias de los derechos de petición elevados por el Defensor del Pueblo Regional Risaralda de los que se desprende una idéntica solicitud, en el sentido de que se le permita a la señora María Lucelia Marín postularse para vivienda sin que la entrega de los documentos de todos sus hijos sea un obstáculo para el reajuste del subsidio de vivienda.  Al respecto, el peticionario recibió las siguientes respuestas de las diferentes entidades, así: 
i) El 7 de julio de 2016 la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda le indicó a la señora María Lucelia Marín los requisitos para hacer uso del subsidio asignado por Fonvivienda.  Así mismo le informó que esa entidad no ha abierto postulación en el municipio de Pereira para la aplicación de los subsidios asignados en la Resolución No.1715 de 2006 ni había aprobado incrementar el valor del subsidio a los hogares con la Resolución 1715 de 2006.  (Fls. 22 y 23)

ii) El 20 de junio de 2016 el Jefe de Vivienda de COMFAMILIAR RISARALDA le indicó al Defensor Público Seccional de Risaralda que es FONVIVIENDA la entidad encargada de asignar los subsidios familiares de vivienda de interés social y que el ese fondo requería contar con la información del hogar de la actora en su totalidad  con el fin de verificar si el mismo continuaba manteniendo las mismas condiciones que sirvieron de base para la asignación del subsidio inicial a cargo de esa entidad.  Explicando que para los casos de reajustes al subsidio, la plataforma de FONVIVIENDA exige el diligenciamiento del formulario digital con los números de identidad que deben ser registrados en los campos destinados para ello con el fin de ser verificados nuevamente por el Fondo para realizar los diferentes tipos de cruce y le sugirió a la accionante que presentara un derecho de petición ante FONVIVIENDA.  (Folio 24)
iii) El 11 de agosto de 2016 la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda contestó al Defensor del Pueblo que su requerimiento ya había sido resuelto mediante comunicación del 7 de julio de 2016. (Fl.31)
iv) El 22 de septiembre de 2016 el Secretario de Gestión Inmobiliaria y el Director Operativo de Proyectos Inmobiliarios  de la Alcaldía de Pereira le respondieron al Defensor del Pueblo que el ajuste de subsidio familiar de vivienda para ser aplicado en el proyecto El Remanso se requiere de la presencia en la Caja de Compensación Familiar de Risaralda de todos los miembros mayores de edad que figuran en la carta de cheque inicial, debido que todos de firmar el formulario de postulación; en tal sentido, no es competencia del municipio el proceso de postulación, sino de las cajas de compensación a través de la Unión Temporal de Cajas la que tiene convenio firmado con FONVIVIENDA para la operación de todos los procesos inherentes a los subsidios familiares de vivienda.  
En relación a que se cumpla con el enfoque de género, señaló que a la señora Marín se le informó el procedimiento para realizar el ajuste, a quien se le indicó que podía postularse con la presentación de los poderes de sus hijos mayores que se encuentran por fuera del país.  

Igualmente, manifestó que los cupos del ajuste al subsidio familiar de vivienda fueron aprobados mediante la Resolución No.801 de octubre de 2012.  (Fls. 32-34)

v) El 4 de octubre de 2016 la Subdirectora del Subsidio Familiar de Vivienda reiteró al Defensor del Pueblo Seccional de su petición había sido resuelta mediante comunicación del 7 de julio de 2016 y agregó que las solicitudes de reajuste fueron recibidas en Fonvivienda hasta el 30 de noviembre de 2011; por tal razón, no se podía autorizar el reajuste solicitado. (Fl. 35) 

4.6.3.  Significa lo anterior, que las entidades demandadas se pronunciaron frente a la petición de la señora María Lucelia Marín tendientes a que se reajuste el valor del subsidio que le fue otorgado mediante la Resolución No.1715 de 2006.  De tal manera, que no resulta viable que por esta vía se disponga la asignación del reajuste del auxilio mencionado, toda vez que para la concesión del mismo la accionante debe sujetarse “al procedimiento de ajuste” y que consiste en que los miembros mayores de edad del núcleo familiar beneficiado inicialmente, firmen el formulario de postulación con el fin de que FONVIVIENDA verifique si el mismo mantiene las condiciones con el que ahora pretende el reajuste.

4.6.4. Así las cosas, la Sala considera que las autoridades administrativas se sujetaron a las  normas legales y constitucionales dentro del marco de sus funciones y por ello le indicaron al Defensor del Pueblo Seccional Risaralda que la señora Marín debe someterse a las exigencias establecidas por FONVIVIENDA para acceder a su requerimiento. En consecuencia, no es posible que el juez de tutela invada la competencia de las entidades demandadas que intervienen en el trámite de reajuste al subsidio de vivienda, ni esta vía está establecida para pasar por alto trámites legalmente determinados y beneficiar con un incremento a un subsidio de vivienda otorgado desde el 2006 al hogar de la señora Marín, sin el cumplimiento de los requisitos dispuestos para ello, pues sería como ir en contra de los mismos y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los asociados, lo que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás personas que se han postulado acatando las normas para acceder al beneficio aludido.  Por lo tanto, se puede concluir que la presente demanda de tutela es improcedente ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
 En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”
4.6.5. Pese a la situación de vulnerabilidad de la accionante, según lo argumentado por su agente oficioso, no permite imponer el reajuste al subsidio de vivienda pretendido, por cuanto existe un trámite reglado al cual deben someterse todos los interesados, pues de lo contrario se quebrantaría la prerrogativa consignada en el artículo 13 de la Constitución Política, máxime que en la foliatura no obra prueba alguna que acredite que la señora María Lucelia Marín y su actual núcleo familiar se encuentren frente a un perjuicio inminente como para que proceda el amparo de manera transitoria, si se tiene en cuenta el subsidio familiar de vivienda por $8.568.000 fue otorgado en el año 2006, o sea hace diez años, lo que demuestra que la actora no ha requerido con urgencia de la renovación del mismo durante este tiempo.  De tal manera, que no están dados los presupuestos que configuran un daño irreparable que haga procedente el amparo invocado, pues al revisar los elementos esenciales inminencia, urgencia y la gravedad de los hechos frente al caso en concreto, se concluye que no se da ninguno.  Al respecto, la Corte Constitucional ha indicado lo siguiente:

“Para determinar la irremediabilidad del perjuicio hay que tener en cuenta la presencia concurrente de varios elementos que configuran su estructura, como la inminencia, que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados. Con respecto al término "amenaza" es conveniente manifestar que no se trata de la simple posibilidad de lesión, sino de la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de manera injustificada. La amenaza requiere un mínimo de evidencia fáctica, de suerte que sea razonable pensar en la realización del daño o menoscabo material o moral.  De acuerdo con lo que se ha esbozado sobre el perjuicio irremediable, se deduce que hay ocasiones en que de continuar las circunstancias de hecho en que se encuentra una persona, es inminente e inevitable la destrucción grave de un bien jurídicamente protegido, de manera que urge la protección inmediata e impostergable por parte del Estado ya en forma directa o como mecanismo transitorio (…)”

Por lo acabado de analizar, esta instancia no halla conducta omisiva que conlleve a hacer un juicio de reproche de las autoridades administrativas demandadas, ni concluir la supuesta afectación de los derechos fundamentales alegados por la peticionaria por el no reajuste al subsidio familiar de vivienda otorgado desde el año 2006. 

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.
RESUELVE

PRIMERO: NEGAR el amparo de derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del Defensor del Pueblo Regional Risaralda, quien actúa como agente oficioso de la señora María Lucelia Marín.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria

� Al respecto ver sentencia C–244 de 2011 M.P. Juan Carlos Henao Pérez


� Opinión Consultiva No. 4 del sexto período de sesiones de 1991, “El derecho a una vivienda adecuada”. Comité de derechos sociales económicos y culturales de la ONU.


� Contenido en el artículo 11 párrafo 1 del Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales.


� Ibídem.


� Sentencia T- 609 de 2005
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